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1. CONSIDERACIONES PRELIMINARES 
Casi todas las Constituciones -independientemente de las for-
mas de Estado y de los regímenes políticos vigentes- promueven 
la persona humana y tutelan su dignidad; sin embargo, la expe-
riencia de pueblos enteros, o experiencias particulares no menos 
emblemáticas, ponen en evidencia que se trata de un valor en 
constante discusión. La garantía de la personalidad de todo ser 
humano -sea en la forma de salvaguarda de la identidad y la 
integridad personal o en relación con la tutela de la dignidad-
constituye, en este cambio de siglo, una frontera expuesta a conti-
. . 
nuas lllcurslOnes. 
En este contexto, hay que hablar primeramente la Constitución 
Española y después casi todas las Cartas Constitucionales Ibero-
americanas -promulgadas a fines del siglo pasado como conse-
cuencia de un proceso de democratización, o mejor dicho de 
* Traducido por Karla Castillo. 
Persona y Derecho, 49** (2003) 227-261 
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"redemocratización", considerando las tradiciones jurídicas de 
numerosos países de ese continente. 
Su codificación evidencia por un lado, el nexo indisoluble que 
liga al constitucionalismo democrático con la tutela y promoción 
de los derechos fundamentales de la persona, y por otro, la exis-
tencia en aquellas áreas geográficas de procesos políticos que 
introducen un elemento de discontinuidad respecto a los pasados 
regímenes autoritarios: por ejemplo en Brasil (1988), Colombia 
(1991), Paraguay (1992), Perú (1993), Argentina (1994), Uruguay 
(1997) y Ecuador (1998). 
Además, la codificación de disposiciones dirigidas al valor de 
la dignidad humana expresa la voluntad del ordenamiento de 
hacer "cuentas con el propio pasado", en general se manifiesta o 
previendo disposiciones que prohiban o impidan, aun con un 
amplio reconocimiento del pluralismo político y de la libertad de 
manifestación del pensamiento, la reproducción de realidades 
políticas o de ideologías que estuvieron en la base del régimen 
precedente; o bien, constitucionalizando valores y principios 
opuestos a los precedentes. A este respecto, se reconocen prin-
cipios innovadores como el principio de igualdad racial o la 
paridad de sexos, la prohibición de la esclavitud, de la pena de 
muerte y de la tortura. 
Sin embargo, no faltan posiciones críticas contra la limitada 
normatividad de algunas disposiciones y sobre todo, su indirecta 
justiciabilidad. Tal condición terminaría por relegar el reconoci-
miento del valor de la dignidad humana entre las "declaraciones 
románticas" carentes de efectividad, porque se acepta que la exis-
tencia de procedimientos de tutela jurisdiccional representa una 
condición indispensable para la existencia de un derech01. 
1. Sobre el particular: P. CRUZ VILLALÓN, "Formación y evolución de 
los derechos fundamentales", en Introducción a los derechos fundamentales, 
Madrid, 1988; L. PRIETO SANCHÍS, "Las garantías de los derechos funda-
mentales", en La Constitución española de 1978, Madrid, 1998, p. 327; 
A. RODRÍGUEZ BEREIJO, "La justicia constitucional en los sistemas contem-
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En otras palabras, es fuerte el riesgo -especialmente en las 
áreas cuya democracia es débil y los valores históricos del consti-
tucionalismo no han sido plenamente asimilados, hasta el punto 
de llegar a ser el elemento caracterizante de la Constitución en 
sentido sustancial- de que las referencias constitucionales rela-
tivas a la dignidad y al libre desarrollo de la persona humana en-
tren en la categoría de las disposiciones constitucionales mera-
mente nominales o semánticas. Como hemos ya evidenciado, es 
un riesgo grave que "la importación de valores típicos circuns-
critos en un área culturalmente homogénea como la de los países 
de tradición liberal, se quede a nivel epidérmico, sin permear 
hacia la estructura intema"2. 
El objetivo de este trabajo es sugerir algunos criterios que pue-
dan dar contenido normativo a las disposiciones constitucionales 
en materia de dignidad de la persona: permitiendo utilizarlos para 
identificar mejor la dimensión objetiva de los derechos que se 
orientan hacia tal valor, para operar un equilibrio entre los dere-
chos constitucionales susceptibles de entrar en conflicto. 
Sin embargo, antes de afrontar directamente esta temática, nos 
parece oportuno apuntar algunas consideraciones preliminares. 
En primer lugar, el tema se desarrollara exclusivamente en la 
perspectiva del derecho constitucional, aunque no escapan algu-
nas conexiones que 10 ligan tanto a la filosofia del derecho, como 
al derecho civil y penal. No olvidamos que los estudios jurídicos 
en temas relativos a los derechos de la personalidad, de la priva-
cidad, del honor y de la dignidad humana son aportes ofrecidos 
generalmente por tales disciplinas. Un acercamiento basado en las 
poráneos", en Anuario Iberoamericano de justicia constitucional, Madrid, 
1997, p. 13; F. FERNÁNDEZ SEGADO, "Los sistemas de garantías jurisdic-
cionales de los derechos", en Manuel Fraga: homenaje académico, Madrid, 
1997, pp. 465 ss.; J. JIMÉNEZ CAMPO, Derechos fundamentales. Concepto y 
garantías, Madrid, Trotta 1999. 
2. E. CECCHERINI, La codificazione dei. diritti nelle recenti costituzioni, 
Milano, Giuffre 2002, p. 59. 
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disposiciones constitucionales tiene la virtud -especialmente en 
los ordenamientos de Constituciones rígidas- de valorar el as-
pecto normativo del parámetro constitucional: es decir, de normas 
de derecho positivo, dotadas de una fuerza jurídica superior res-
pecto a las demás, capaces de ofrecer una tutela directa de los 
derechos de la personalidad, y de limitar la discrecionalidad del 
legislador en la reglamentación de la materia. 
La segunda consideración se refiere a la variedad de las expre-
siones lingüísticas utilizadas por el legislador, por la doctrina y 
por la jurisprudencia para calificar la aspiración de cada ser hu-
mano al libre desarrollo de su propia personalidad. Baste consi-
derar, por ejemplo, que algunas veces se hace referencia a los tér-
minos de intimidad, integridad, personalidad, honor, privacidad, o 
esfera privada. 
En ocasiones, la diversidad terminológica resulta de un cierto 
"caos lingüístico", que está presente en los textos constitucionales 
y de la estratificación de nociones que caracterizan la actual fase 
de catalogación de los derechos fundamentales de la persona: va-
rias veces nos hemos lamentado por la existencia de una ver-
dadera "babel lingüística" que dificulta todo esfuerzo de síntesis, 
vuelve vano todo intento de sistematización orgánica, y complica 
la identificación del contenido de los derechos constitucional-
mente tutelados. 
Otras veces, la diversidad terminológica no deriva de impre-
cisiones del lenguaje sino que parece evidenciar diversas manifes-
taciones de la personalidad. De hecho, no escapa a un interprete 
atento de las disposiciones constitucionales, que algunos atributos 
de la dignidad humana garantizan bienes jurídicos de la persona 
con contenido diferente: por ejemplo, sin querer anticipar consi-
deraciones que desarrollaremos más adelante, se puede notar la 
noción de intimidad que parece garantizar la autonomía de la per-
sona de las ingerencias que puedan provenir del "mundo externo" 
mientras la expresión "vida privada" asume un significado más 
activo y se refiere a la existencia de un derecho a la Jibre cons-
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trucción de la propia personalidad y consecuentemente, a asumir 
decisiones autónomas en relación con la propia identidad y 
desarrollo personaI3. 
2. TÉCNICAS DE CODIFICACIÓN Y RECONOCIMIENTO DEL PRIN-
CIPIO PERSONALÍSTICO 
En la base de los principales sistemas constitucionales se en-
cuentra el reconocimiento del valor de la persona. En virtud del 
nexo inescindible que liga al Estado de Derecho con los derechos 
fundamentales de la persona, su garantía y tutela sirven para defi-
nir la fisonomía de los ordenamientos democráticos; constituyen 
un elemento característico de tal forma de Estado. Dicho en otros 
términos, los derechos de la persona resultan ser un elemento 
esencial del ordenamiento constitucional, pertenecientes a la 
esencia de valores supremos sobre los que se funda la Consti-
tución de un país democrátic04. 
Sin embargo, las Constituciones más recientes, con raíces en el 
constitucionalismo clásico, tienen un valor añadido respecto de 
los modelos tradicionales y se caracterizan por algunos elementos 
específicos: el mas interesante consiste, a nuestro juicio, en la 
evolución y enriquecimiento con relación al principio de la perso-
nalidad y la consolidación de las formas de Estado social y el 
posterior Estado democrático de Derecho. 
No se puede negar que una de las más significativas caracte-
rísticas del constitucionalismo moderno consiste tanto en la am-
3. Vid. G. ROLLA, "El dificil equilibrio entre derecho a la información y 
la tutela de la dignidad y la vida privada. Breves consideraciones a la luz de la 
experiencia italiana", Persona y Derecho, n° 44, 2001, pp. 251 ss. 
4. Sobre la relación entre constitucionalismo y derechos fundamentales de 
las personas y sobre la evolución de las formas de garantía de los derechos 
fundamentales, vid. G. ROLLA, "La actual problémática de los derechos funda-
mentales", Asamblea, 2000, pp. 43 ss. 
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pliación cualitativa del conjunto de posiciones subjetivas por in-
cluir entre los derechos fundamentales, como en su tendencial 
universalización: como fue reconocido por un gran jurista espa-
ñol, las Declaraciones de derechos se caracterizan por su "tenden-
cia a la universalización"5. 
Si las Cartas Constitucionales del Estado liberal de derecho 
presuponían una sociedad basada en ciudadanos iguales (en 
abstracto) y regulaban prevalentemente las instituciones dirigidas 
a asegurar la libertad de los individuos (con particular referencia 
al habeas corpus, a la libertad de movimiento y de comercio, y a 
la propiedad privada), el constitucionalismo propio del Estado 
social, ha favorecido la transición de una concepción ideal a una 
visión social de la persona humana. Los ciudadanos resultan 
hombres y mujeres en su calidad de personas concretas, perte-
necientes a una sociedad no homogénea caracterizada por pro-
fundas diferencias y desigualdades. Esta transformación se ha 
producido atravesando una pluralidad de fases: 
En un primer momento, los derechos conexos al principio de 
libertad se relacionaban con el principio de igualdad formal: el 
ordenamiento evitó discriminaciones frente a la ley y a la univer-
salización de los derechos civiles y se agregó una tendencial ge-
neralización de los derechos sociales y políticos. Sucesivamente, 
el principio de igualdad se constitucional izó no sólo en su aspecto 
formal (todos son iguales frente a la ley), sino en su dimensión 
substancial (que frente a las discriminaciones reales existentes en 
la sociedad, los poderes públicos están obligados a intervenir para 
remover los obstáculos que impiden la efectiva igualdad entre las 
personas), dando una base constitucional a las políticas sociales y 
acciones positivas. 
Los ordenamientos contemporáneos, consideran otro aspecto 
importante del principio de igualdad: las profundas transforma-
5. L. MARTÍN RETORTILLO, "Régimen constitucional de los derechos 
fundamentales", en L. Martín Retortillo, Derechos fondamentales y Constitu-
ción, Madrid, Civitas, 1988, p. 19. 
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ciones que afectan su composición social, inducen a pensar que 
las sociedades no sólo no son homogéneas porque son pluricla-
sistas, sino que además son multiétnicas y multiculturales. 
Es indudable que la humanidad comparte la idea de que todas 
las personas nacen iguales, pero no es menos cierto que la reali-
dad social induce a enfatizar las diferencias. Algunas de estas se 
deben a fenómenos de discriminación política, económica y so-
cial o a particulares condiciones de vulnerabilidad y de debilidad 
individuales. Otras diferencias en cambio, se consideran posi-
tivas, en cuanto que favorecen el desarrollo de la personalidad 
individual, constituyen la identidad de un grupo o representan los 
deseos y las aspiraciones de una persona. 
2.1. La tendencia a la especificación de los derechos constitu-
cionalmente tutelados 
Una característica del reciente constitucionalismo en materia 
de reglamentación de los derechos fundamentales es que las Car-
tas Constitucionales manifiestan la tendencia a especificar las di-
versas articulaciones que asume el principio de igualdad (formal, 
substancial, reconocimiento de las diferencias), detallando -en 
ocasiones analíticamente- las situaciones subjetivas concreta-
mente aseguradas por el ordenamiento jurídico. 
Es suficiente visualizar la Declaración de Independencia nor-
teamericana de 1776 -"nosotros tenemos por cierto que todos los 
hombres fueron creados iguales, que están dotados por su Creador 
de ciertos derechos inalienables entre los cuales se encuentran, la 
vida, la libertad y la persecución de la felicidad"- con la detallada 
enumeración de derechos que contienen por ejemplo las 
Constituciones de los Estados de América Latina6. 
6. Sobre la tendencia a la especificación de los derechos y particularmente 
respecto a Constituciones recientes, vid. E. CECCHERINI, La codificazione dei 
diritti nelle recenti costituzioni, cit., pp. 122 ss. / 
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La tendencia a la especificación representa no tanto una 
ampliación substancial de la esfera de los derechos tutelados sino 
una específica técnica de codificación, dirigida a historizar la 
temática de los derechos de la persona reconocidos en un deter-
minado ordenamiento y en un preciso periodo histórico. No sub-
siste, una directa y necesaria relación entre amplitud de los catá-
logos y efectividad en el goce de los derechos por parte de los 
particulares. 
Las Constituciones que se limitan a disciplinar los derechos 
considerados esenciales de la persona, tienen generalmente di-
mensiones bastante reducidas, presentan una estructura simple y 
contienen disposiciones de contenido normativo general: prefie-
ren confiar al legislador ordinario y a la jurisprudencia la tarea de 
especificar las manifestaciones de la personalidad humana que 
merecen ser reconocidas y tuteladas. 
Tal técnica de codificación distingue, en general, las Constitu-
ciones de los ordenamientos que han registrado una evolución 
progresiva, sin censuras violentas y autoritarias en las que la con-
tinuidad constitucional permite que determinados valores y prin-
cipios dirigidos a la persona humana penetren con profundidad en 
la estructura social, volviéndose parte integrante de la cultura del 
país. 
Por el contrario, el modelo que detalla y especifica analítica-
mente los derechos tutelados se manifiesta, sobre todo, en las 
Constituciones que se forman a partir de una ruptura político-
institucional o bien, resultan continuamente expuestas a contra-
golpes autoritarios. 
Tal es el caso, por ejemplo, de las Constituciones europeas 
aprobadas al termino del segundo conflicto mundial que significó 
el fin del fascismo y del nazismo (Alemania e Italia), de las Cons-
tituciones mediterráneas que derivan de las crisis de regímenes 
autoritarios (Grecia, España y Portugal), de las Constituciones de 
los países que se concedieron nuevos ordenamientos de inspira-
ción democrática después de la caída del comunismo, y de las 
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Constituciones de países siempre expuestos a regresIOnes gol-
pistas (en Iberoamérica y África). 
En general, estas Cartas Constitucionales tratan de garantizar 
los contenidos de la dignidad y libertad humanas que habían sido 
conculcados por los ordenamientos precedentes: piénsese por 
ejemplo, en el detalle con que viene regulado el derecho a la vida, 
la prohibición de la esclavitud, de la tortura, de la discriminación, 
de las detenciones arbitrarias, de las comunicaciones y la corres-
pondencia, de censurar la manifestación del pensamiento, la in-
violabilidad del domicilio y los derechos asociativos. 
Las Constituciones que especifican los derechos referentes al 
desarrollo de la personalidad humana, pretenden por un lado, 
ofrecer parámetros más detallados para favorecer la actividad in-
terpretativa de los jueces y la específica del legislador; por otro 
lado, independientemente del carácter rígido de las Constitu-
ciones y de la prevalencia de formas de justicia constitucional, 
buscan facilitar la aplicación directa de un abanico de derechos 
más amplio. 
2.2. La inserción de cláusulas generales dirigidas hacia el 
valor de la persona humana 
El intento de codificar la entera gama de manifestaciones de la 
personalidad humana históricamente dirigidas hacia el valor de lá 
persona, puede alimentar la duda de que se quiera garantizar no la 
personalidad humana en su conjunto, sino las individuales y espe-
cíficas manifestaciones de la actuación humana, en especial las 
consagradas por las disposiciones constitucionales. 
Por esta razón, las Constituciones que especifican detallada-
mente los derechos fundamentales de la persona, intentan prever 
cláusulas generales -para cerrar el sistema- que se proponen vol-
ver a la unidad los múltiples derechos individuales. Dichas cláu-
sulas pretenden ser un "núcleo aglutinador" y un principio general 
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de interpretación de los derechos constitucionalizados, con el 
objeto de dirigir el principio personalístico hacia las diversas 
posiciones subjetivas que entran en la esfera de los derechos fun-
damentales y de distinguirlos del resto de los derechos presentes 
en la Constitución que se encuentran bajo una tutela menos 
fuerte. 
Algunas de estas cláusulas se basan en el valor general de la 
persona, otras en la dignidad y algunas en ambos contenidos. A 
nuestro parecer subsiste una diferencia cualitativa entre unas y 
otras: en el sentido de que las cláusulas generales que conducen a 
la libertad de la persona se relacionan con la concepción liberal 
clásica de los derechos de la persona, que debe ser tutelada contra 
las posibles ingerencias externas, mientras que las que se refieren 
a la dignidad humana son una proyección social de los derechos 
de libertad y exigen el reconocimiento de los derechos sociales y 
económicos y la intervención promocional de los poderes pú-
blicos. 
Por esta razón, las Constituciones que se inspiran en los 
principios del Estado democrático de Derecho, contienen un re-
clamo general y explícito al valor de la dignidad humana; es el 
caso por ejemplo de la Constitución italiana, la cual en su artículo 
3 afirma la paridad de la dignidad humana de todas las personas; 
o bien, la Constitución Española que en su artículo 10 considera 
la dignidad humana como "fundamento del orden político y de la 
paz social". 
Codificaciones similares se presentan en casi todas las cartas 
Constitucionales de América Latina: en el artículo 33 de la Cons-
titución de Costa Rica que prohibe las "discriminaciones con-
trarias a la dignidad humana", en el artículo 1 de la Constitución 
de Perú, según el cual "la defensa de la persona humana y el 
respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del 
Estado"; en el artículo 6 de la Constitución de Bolivia y en el 
artículo 2 de la Constitución de Puerto Rico, las cuales afirman 
que la libertad y la dignidad de la persona son inviolables y 
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es deber primordial del Estado respetarlas y protegerlas; en el 
artículo 1 de la Constitución de Brasil, el artículo 5 de la Cons-
titución de Nicaragua y el artículo 3 de la Constitución de Vene-
zuela, se establece la dignidad de la persona humana entre los 
fundamentos del Estado democrático de Derecho; en la Consti-
tución de Colombia, el artículo 1 consagra la dignidad humana 
entre los principios fundamentales del Estado y en el artículo 5 el 
derecho de toda persona a la propia intimidad personal, familiar y 
a su buen nombre; en el artículo 23 de la Constitución de Ecuador 
y en el artículo 68 de la Constitución de Honduras se reconoce el 
derecho fundamental a la integridad personal, prohibiendo todo 
comportamiento degradante de la persona; en el artículo 2 de la 
Constitución de Guatemala se garantiza "el desarrollo integral de 
la persona"; en el artículo 1 de la Constitución de México se 
prohibe todo tipo de discriminación que atente contra la dignidad 
humana. 
A su vez encontramos disposiciones análogas en algunos 
documentos internacionales, entre los que destacan el artículo 1 
de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 
("todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y 
derechos"), el artículo 11.1 de la Convención Americana de Dere-
chos Humanos de 1969 ("toda persona tiene derecho al respeto de 
su honra y al reconocimiento de su dignidad"). 
Además, algunas Constituciones, en su formulación literal, pa-
recen acoger la idea de que existen derechos que se dirigen direc-
tamente a la dignidad de la persona, mas allá de aquellos expresa-
mente disciplinados en la Constitución: por ejemplo, el artículo 3 
de la Constitución de Perú, que afirma que la enumeración de los 
derechos consagrados en el capítulo 1 no excluye la existencia de 
otros derechos fundados en la dignidad humana, o del artículo 10 
de la Constitución española que trata de la dignidad humana y de 
los derechos inviolables que le son inherentes. 
Tales disposiciones tienden a calificar las cláusulas generales 
como "cláusulas abiertas", abriendo la puerta a posiciones que 
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reconocen la existencia de "derechos no enumerados" dotados 
igualmente de tutela y garantía constitucionaF. Dicha orientación 
no parece todavía convincente, porque argumentada de este 
modo, resulta vaga la posibilidad concreta de distinguir los 
derechos constitucionalmente garantizados de los que en cambio 
no gozan de tutela constitucional, y porque la determinación de 
los derechos fundamentales, aun no siendo estática y preclusa a 
ampliaciones, no puede prescindir de un anclaje en las previ-
siones formales de la Constitución. 
En los modernos ordenamientos constitucionales las personas 
no disfrutan de un derecho general a la libertad, sino de un dere-
cho a gozar de ciertas libertades; en los sistemas con Constitución 
rígida, deben considerarse de rango constitucional sólo aquellos 
derechos que son extraibles -de manera explícita o implícita, di-
recta o instrumental- del texto de la Constitución. Esto no signi-
fica que las formulas que remiten al valor de la dignidad humana 
y a los derechos que le son conexos deban ser relegados al rango 
de expresiones resumidoras o previsoras del catálogo de derechos 
recogidos en la Constitución, sea porque en algunos ordena-
mientos la Constitución así lo precise, la Constitución de Portugal 
que en su artículo 16 dispone que los derechos fundamentales 
consagrados en la Constitución no excluyen otros derechos que 
resulten de normas aplicables del derecho internacional, o la IX 
enmienda de la Constitución de los Estados Unidos de América, 
según la cual "la enumeración de los derechos realizada por la 
Constitución no podrá ser interpretada para negar o mermar otros 
derechos que poseen los ciudadanos"; o bien porque el mismo 
resultado deriva de consolidadas orientaciones jurisprudenciales: 
como en la República Federal Alemana, donde el Tribunal 
7. A favor de una interpretación abierta de dichas cláusulas, se han pro-
nunciado notables doctrinarios italianos, entre los cuales: A. BARBERA, Art. 2. 
"Principi fondamentali", en Commentario della costituzione, Bologna, Zani-
chelli, 1975, pp. 80 ss; A. PIZZORUSSO, "Delle persone e della famiglia", en 
Persone fisiche, Bologna, Zanichelli, 1988, p. 30. 
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Constitucional ha sostenido en múltiples ocasiones la posibilidad 
de reconocer derechos fundamentales corno expresión del libre 
desarrollo de la personalidad humana aunque no hayan sido ex-
presamente codificados por la Constitución; o bien, corno testi-
monia la experiencia del Tribunal Supremo Norteamericano que, 
pasando de una interpretación evolutiva y extensiva de las 
cláusulas de "dos procesos de derecho" y de la "equal protection 
of the laws" contenidas en la V y XIV enmiendas pudo reconocer 
una tutela de rango constitucional a numerosas situaciones subje-
tivas seguramente no previstas en forma expresa por el texto 
constitucional. 
En otras palabras, no debernos considerar que las fórmulas que 
remiten al valor de la dignidad humana y a los derechos que le 
son conexos que tengan un significado más evocativo que pre-
ceptivo, constituyan fórmulas más de naturaleza ideal y política 
que de carácter jurídico o se releguen al rango de expresiones 
meramente resurnidoras y anticipadoras del catálogo de los dere-
chos enumerados por la Constitución. Corno precisaremos mejor 
más adelante, considerarnos que los derechos reconocidos corno 
fundamentales por un ordenamiento constitucional, reciben algu-
nas cláusulas sobre la dignidad humana, una garantía global, que 
consiste en su asunción al rango de valores primarios, es decir, de 
principios constitucionales supremos8. 
2.3. Referencia particular al artículo lO.l.c. de la Consti-
tución Española 
Tal función, en la Constitución Española se encuentra en el 
primer párrafo del artículo 10, el cual tiene pocos antecedentes 
históricos. Por cuanto se refiere al primer párrafo se puede pensar 
8. Vid. F. MODUGNO, 1 "nuovi diritti" nella giurisprudenza costitu-
zionale, Torino, Giappichelli, 1995, p. 8. 
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en el artículo 4 de la Constitución de Cádiz de 1812, que obligaba 
a la N ación a tutelar las libertades civiles y los derechos de todos 
los individuos que la componen, o en el proyecto de Constitución 
federal de 1873 que situaba entre los objetivos fundamentales del 
ordenamiento, el de asegurar las libertades, garantizar la justicia y 
"realizar el fin humano a que está llamada la civilización". A su 
vez el contenido del segundo párrafo del artículo 10, según el cual 
las disposiciones relativas a los derechos y a las libertades 
fundamentales reconocidas en la Constitución deben interpretarse 
de conformidad con la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos y los Tratados y Acuerdos internacionales en la mate-
ria, ratificados por España, encuentra una referencia en la Cons-
titución de la II República de 1931: de hecho, el artículo 7 esta-
blecía que el Estado Español "acatará las normas universales del 
Derecho Internacional incorporándolas a su derecho positivo". 
Probablemente, los constituyentes españoles, cuando aproba-
ron el vigente arto 10, estuvieron influenciados, más que por pre-
cedentes históricos, por la experiencia constitucional de los 
ordenamientos democráticos vecinos: en particular del arto 2 de la 
Constitución italiana, del arto 25 de la Constitución alemana y del 
artículo 16.2 de la Constitución portuguesa9. 
El procedimiento de elaboración constitucional de esta norma 
fue bastante lineal: el texto originario del Anteproyecto sufrió 
sólo algunas modificaciones no sustanciales: dichas enmiendas no 
respondían a los presupuestos culturales y jurídicos de la dis-
posición, sino que buscaban mejorar la formulación, depurándola 
de referencias con un significado jurídico incierto. Tal es el caso 
de las propuestas de Peces Barba y de Sole Tura, por un lado, 
dirigidas a eliminar algunas partes consideradas supérfluas (por 
9. Una reconstrucción de los precedentes y aspectos comparativos de la 
constitución española, con referencia al artículo 10 en J. RUIZ GIMÉNEZ 
CORTES, "Derechos fundamentales de la persona", en (a cargo de O. Alzaga) 
Comentarios a las leyes políticas, Constitución española de 1978, 11, Madrid, 
Edere, 1996, pp. 50 ss. 
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ejemplo la referencia al respeto de la ley) y, por otro lado, 
encaminadas a sustituir la expresión "fundamento del orden polí-
tico y de la paz social" por "fundamento del orden político y 
social". 
La ausencia de contrastes substanciales entre las fuerzas polí-
ticas que participaron en el trabajo constituyente no significó que 
el artículo 10 de la Constitución española, en su formulación defi-
nitiva, no haya generado posiciones diversas en relación con su 
significado. La doctrina pareció oscilante entre una posición de 
orden iusnaturalista y una interpretación normativista, así como 
su raíz filosófica oscilaba hacia diversas ramas culturales: la 
liberaIlo, la tradición cristiana que considera los derechos de la 
persona como una exigencia previa y legitimante del ordena-
miento jurídico 11, Y el pensamiento de inspiración humanista 12. 
A favor de una interpretación de corte iusnaturalista del arto 10 
se han pronunciado diversos autores: Lucas Verdú, que considera 
que los principios que el artículo contiene, en cuanto típicos de la 
civilización occidental, deben considerarse previos y fundantes 
del orden jurídico vigente13; Garrido Falla, según el cual el ar-
tículo lOse refiere a valores anteriores a la Constitución 
mismal4; y Galindo Ayuda, quien afirma que el iusnaturalismo 
inspira la Constitución Española desde los primeros artículos 15 . 
10. Cfr. GALINDO AYUDA, "La fundamentación filosófica de los dere-
chos fundamentales en la Constitución española del 1978", en Estudios sobre 
la Constitución española de 1978, Zaragoza, 1979, pp. 102 ss. 
11. Cfr. A. PÉREZ LUÑO, Los derechos fundamentales, Madrid, Tecnos, 
1984, p. 115. 
12. Cfr. A. CASTRO CID, "Derechos humanos y Constitución", en Revista 
de estudios políticos, 1980, p. 126. 
13. Cfr. P. LUCAS VERDÚ, "Comentario al artículo lO", en Constitución 
Española, Madrid, 1979, pp. 39 ss. 
14. Cfr. GARRIDO FALLA, "Reflexiones sobre la Constitución española 
desde la Filosofia del derecho", Revista De la Facultad de Derecho de la 
Universidad Complutense, 1980, p. 106. 
15. Cfr. GALINDO AYUDA, "Notas para un comentario al título preliminar 
de la Constitución", en Estudios sobre la Constitución española, cit. pp. 67 ss. 
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En una posición decididamente crítica a todo acercamiento 
iusnaturalista, están algunos autores que, encuentran el funda-
mento de los principios codificados en el artículo 10 de la Consti-
tución española en la constitución material. O mejor dicho, en el 
Pacto político y social en que se funda la decisión constituyente. 
Resulta dificil negar que tal disposición posea particular relevan-
cia jurídica, se ha hablado de "normativismo corregido"16, o de 
normas que tienen un "superrango constitucional"17. No parece 
arbitrario atribuirle el valor de Grundnorm sustancial o piedra 
angular sobre la que se apoya el edificio entero de los derechos 
constitucionales 18: tanto es así, que el Tribunal Constitucional 
precisó que la normativa relativa a los derechos fundamentales 
tiene la "significación primordial de establecer un orden de con-
vivencia" 19. 
3. Los DIVERSOS SIGNIFICADOS NORMATIVOS DEL PRINCIPIO DE 
LA DIGNIDAD HUMANA 
Del análisis del artículo 10.1 de la Constitución española se 
puede sostener que las cláusulas que están dirigidas hacia el valor 
de la dignidad humana y el libre desarrollo de la persona, contri-
buyen a completar el sistema constitucional de garantía de los 
derechos fundamentales de la persona, desarrollando una plura-
lidad de funciones. Dichas funciones podemos clasificarlas en: a) 
de interpretación; b) cualitativas del ordenamiento constitucional; 
c) de universalización de determinados derechos fundamentales; 
16. Cfr. G. PECES BARBA, "Reflexiones sobre la Constitución española 
desde la Filosofia del derecho", Revista De la Facultad de Derecho de la Uni-
versidad Complutense, 1980, p. 106. 
17. Cfr. O. ALZAGA, Comentario sistemático a la Constitución de 1978, 
Madrid, 1978, p. 156. 
18. En este sentido: J. GONZÁLEZ PÉREZ, La dignidad de la persona, 
Madrid, Civitas, 1986, pp. 65 ss. 
19. Cfr. STC n. 35 de 1987. 
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d) de ponderación en el caso de conflicto entre diversos derechos 
constitucionales2o. 
3.1. La dignidad humana como cláusula de interpretación 
En primer lugar, tales cláusulas pueden ser utilizadas como 
criterio de interpretación de los derechos regulados en los textos 
constitucionales; en el sentido de que el principio de la dignidad 
de la persona es una cláusula general que sirve para la interpre-
tación de otros derechos, para actualizar el número de situaciones 
subjetivas que se consideren merecedoras de tutela. Habilitan las 
múltiples disposiciones constitucionales en materia de derechos 
particulares, características de la personalidad humana que son 
necesarias para delinear el derecho de cada persona a la dignidad 
yal desarrollo de su propia personalidad. 
Como fue precisado a propósito del artículo 10 de la Consti-
tución española, no estamos en presencia de un mero resumen de 
los derechos sucesivamente disciplinados "sino del reconoci-
miento de nuevas dimensiones de los valores, ya positivizados 
20. Entre los autores espadoles que han contribuido mayonnente a la defi-
nición de la tutela constitucional de la dignidad humana, encontramos: F. J. 
DÍAZ REVORIO, Valores superiores e interpretación constitucional, Madrid, 
CEPC, 1997; M. ALEGRE MARTÍNEZ, La dignidad de la persona como fun-
damento del ordenamiento constitucional español, León, Universidad de León, 
1996; E. BENDA, "Dignidad humana y derechos de la personalidad", en Ma-
nual de Derecho Constitucional, Barcelona, Pons, 1996; F. FERNÁNDEZ SE-
GADO, "La dignidad de la persona en el ordenamiento constitucional espadol", 
Revista Vasca de Administración Pública, 1995, p. 49; F. FERNÁNDEZ SE-
GADO, La dogmática de los derechos humanos, Lima, Ediciones jurídicas, 
1994; F. FERNÁNDEZ SEGADO, El sistema constitucional español, Madrid, 
Dykinson, 1992, pp. 163 ss; J. GONZÁLEZ PÉREZ, "La dignidad de la persona 
en el ordenamiento jurídico espadol", en XV Jornadas Chilenas de Derecho 
Público, Valparaíso, Universidad de Valparaíso, 1985, p. 173; M. PORRAl 
DEL CORRAL, Derecho, igualdad y dignidad, Córdoba, Universidad de 
Córdoba, 1989. 
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constitucionalmente, que se ponen de manifiesto en la conciencia 
social por la aparición de nuevas circunstancias de hech021 . 
Tales cláusulas brindan una base legal para desarrollar una 
interpretación evolutiva que asegure una continua síntesis entre 
disposiciones constitucionales y valores contemporáneos. En de-
finitiva entre derecho e historia. El valor de la dignidad se puede 
considerar un "principio rector" que proyectando su luz sobre los 
derechos individuales, enriqueciéndolos con nuevos significados, 
orienta la actividad normativa y jurisprudencia¡22. 
Como criterio general de interpretación, el reconocimiento del 
valor de la dignidad humana, exige por un lado, que una disposi-
ción susceptible de asumir más de un significado deba ser inter-
pretada de la forma más acorde al principio de dignidad, excluye 
por otro lado, que pueda ser legítimamente acogida una interpre-
tación contraria o en conflicto con tal valor. Esto sirve además 
como límite absoluto al ejercicio de otros derechos, y permite -en 
relación con algunos de ellos- encontrar en el texto constitucional 
nuevas · posibilidades interpretativas. 
A tal propósito, es significativa la relación que se instaura 
entre el principio de igualdad y dignidad humana, el cual puede 
ser considerado en su dimensión individual o en su dimensión 
relacional o colectiva. Si, por un lado, el principio de igualdad 
-entendido en su moderna concepción que refuta una visión 
formalmente igualitaria y homogénea de la sociedad- impide que 
las inevitables diferencias sean el presupuesto para actos de dis-
criminación capaces de impedir la formación de iguales oportu-
nidades, por otro lado, el reconocimiento de la igualdad y de la 
dignidad de las personas constituye la otra cara de la moneda de 
21. Vid. T. DE LA QUADRA - S. FERNÁNDEZ DEL CASTILLO, "Tratados 
internacionales y apertura de los Derechos fundamentales", en Revista de la 
Facultad de Derecho de la Universidad Complutense, 1981, p. 131. 
22. En este sentido, F. FERNÁNDEZ SEGADO, "La dignidad de la persona 
en el ordenamiento constitucional español", en Revista vasca de administra-
ción pública, 1995, p. 49. 
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la necesidad de evitar discriminaciones. Como ha expresado cla-
ramente el Juez Iacobucci, Presidente de la Corte Suprema de 
Canadá, la prohibición de discriminación esta dirigida "to prevent 
the vio/ation oi essential human dignity and freedom throught the 
imposition oi disadvantage, stereotyping, or political or socia/ 
prejudice, and to promote a society in which all persons enjoy 
equal recognition at law as human beings or as member oi Cana-
dian society"23. 
No es suficiente que las personas sean tratadas con dignidad, 
sino que es necesario que todas ,Sean tratadas con igual dignidad y 
respeto; porque la dignidad humana posee tanto un perfil indi-
vidual, como uno colectivo. El primero se traduce en el derecho 
del individuo a que se respete y tutele su propia reputación, el 
"buen nombre"; el segundo a su vez presupone la existencia o la 
formación de una conciencia social orientada a no transformar las 
inevitables diferencias sociales en factores de exclusión o causas 
de discriminación. En otras palabras, tal derecho para ser efectivo 
postula que no sólo el ordenamiento sino también el contexto 
social, ha de prever relaciones inspiradas en un deber natural de 
respeto recíproco. 
Por tanto, el reconocimiento de una dignidad igual para todas 
las personas presupone una visión de las relaciones sociales fun-
dada en la tolerancia, en el respeto de las reglas de convivencia, 
en la aceptación del principio multicultural. La exigencia primaria 
de respetar la dignidad humana implica evitar comportamientos 
que, por su naturaleza o por el modo que se realizan, puedan 
provocar en la persona un estado de humillación o una sensación 
de "envilecimiento"24. 
Además es una postura consolidada la de que el valor de la 
dignidad humana se refiere no sólo a los individuos sino también 
al grupo social y étnico al que éstos pertenezcan. Según el Tri-
23. Cfr. Law Canada v. Minister ofEmployment and Immigration, 1999. 
24. Cfr. STC n. 57 de 1994, STC n. 119 de 1996. 
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bunal Constitucional Español "el sentimiento de la propia digni-
dad resulta sin duda lesionado, cuando se ofende o desprecia ge-
néricamente a todo un pueblo o raza"25. 
En este contexto, un perfil innovador que encontramos en el 
reciente constitucionalismo -en especial en las Constituciones de 
América Latina- es la codificación de disposiciones constitu-
cionales encaminadas a tutelar no sólo los derechos individuales, 
sino también derechos colectivos o los derechos a la identidad 
cultural de grupos sociales. Tal proyección comunitaria de la per-
sona, de su dignidad e individualidad, representa una indudable 
novedad en el panorama constitucional no preparado para siste-
matizarla a la luz de los esquemas interpretativos tradicionales 
que generalmente protegen al individuo más que a la comunidad 
de la que forman parte26. 
3.2. La dignidad humana como valor cualitativo delordena-
miento constitucional 
Las cláusulas que hacen referencia a la dignidad humana asu-
men también una función de unificación, en el sentido de que 
compactan la multiplicidad de derechos reconocidos en los textos 
constitucionales en tomo a la noción de persona; favoreciendo 
una reconstrucción unitaria de la misma. Los distintos derechos, 
aun cuando cada uno posee un significado específico, tutelan un 
bien jurídico unitario: los rasgos concretos de la personalidad hu-
mana, que siendo autónomamente enjuiciables, resultan estar 
25. Cfr. SIC n. 214 de 1991. 
26. Vid. A. PÉREZ LUÑO, Derechos humanos y constitucionalismo ante 
el tercer milenio, Madrid, Pons, 1996; C. RUIZ MIGUEL, "La tercera genera-
ción de los derechos fundamentales", en Revista de estudios políticos, 1991, 
pp. 303 ss. Ulteriores referencias bibliográficas acerca de los derechos deno-
minados comunitarios o de los grupos en E. CECCHERINI, La codificazione 
dei diritti nelle recen ti costituzioni, cit., pp. 129 ss. 
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orientados a la más general expresión de la dignidad humana, 
entendida según las bellas palabras de la Corte Suprema de Ca-
nadá, como "the right to personal dignity and a right to an area 
01 privacy or individual soveraignity into which the State must 
not make arbitrary or injustified in trusions"27 . 
La misma postura adopta el Tribunal Constitucional Español, 
cuando afirma que los derechos reconocidos en el artículo 18 CE 
(al honor, a la intimidad, a la propia imagen, al domicilio, al se-
creto de las comunicaciones) son "derechos fundamentales estric-
tamente vinculados a la propia personalidad, derivados sin duda 
de la dignidad de la persona y que implican la existencia de un 
ámbito propio y reservado frente a la acción y conocimiento de 
los demás, necesario según pautas de nuestra cultura- para man-
tener una calidad mínima de vida humana"28. 
Este valor en cuanto tal, confiere unidad al sistema de dere-
chos fundamentales de la persona, en tanto que todos son inhe-
rentes a la dignidad de todo ser humano. En este sentido, la digni-
dad humana no es tanto "un derecho, sino el fundamento consti-
tucional de todos los derechos estrechamente vinculados con el 
desarrollo de la personalidad humana. Se trata de uno --o más 
bien del primero-- de los principios supremos de un ordenamiento 
democrático, que representa -retomando las palabras del juez 
constitucional español- uno de los "elementos esenciales de un 
ordenamiento objetivo de la comunidad nacional, en cuanto se 
configura como marco de una convivencia humana justa y 
pacífica"29. 
El principio constitucional del respeto de la persona humana 
constituye la premisa antropológica del Estado social y demo-
crático de derecho, en cuanto trata de afirmar, en las relaciones 
internas de la sociedad y entre la sociedad y el Estado, una "cul-
tura de vida civilizada", que suena como crítica a los trágicos 
27. Cfr. Re R. L. Crain and Couture, 1984. 
28. Cfr. STC n. 231 de 1988. 
29. Cfr. STC n. 25 de 1981. 
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ejemplos de la historia y funciona como "principio rector su-
premo del ordenamiento jurídico"30. En otras palabras, representa 
un elemento que caracteriza la calidad del orden constitucional de 
un determinado país, ya que expresa el ideal político que plasma 
su cuerpo social confiriéndole así una identidad particular. 
Detrás de la teoría de los derechos fundamentales se encuentra 
una idea determinada por la Constitución en la medida en que 
esta ilustra la disciplina jurídica fundamental de las relaciones del 
individuo y de la sociedad con el Estado: con la consecuencia de 
que la actitud de los constituyentes en relación con los derechos 
de la persona permite distinguir entre las Constituciones de la 
libertad y de la tiranía. Es la polis que crea los derechos de la 
persona como derechos fundamentales reconocidos y garanti-
zados por la Constitución y su fundamentación se origina -antes 
de su inserción constitucional- en el consenso indiscutido de que 
en relación con ellos, las personas dándose una Constitución, se 
constituyen en comunidad política. Por esta razón, los derechos 
constituyen, en gran parte de las comunidades políticas contem-
poráneas, un elemento cualitativo del pacto que se instaura entre 
los ciudadanos y entre estos y sus representantes respecto a la 
realización de las formas y las instituciones de convivencia: en 
cuanto tales, forman parte del sistema de valores, de la cultura 
sustancial que se manifiesta a través de la Constitución. 
Las cláusulas generales asimilables al artículo lO.l.c. de la 
Constitución española, que reconocen el fundamento del orden 
político (e indirectamente de la Constitución) en el valor de la 
dignidad humana y en la tutela de los derechos inviolables que le 
son inherentes atribuyen a los derechos de la persona una doble 
naturaleza jurídica: garantía de determinadas situaciones jurídicas 
30. F. FERNÁNDEZ SEGADO, "La dignidad de la persona en el ordena-
miento constitucional español", Revista vasca de la administración pública, 
1995, p. 49. 
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subjetivas y principio institucional del ordenamient031 . Como ha 
reconocido el juez constitucional, dichos derechos fundamentales 
son elementos esenciales de un ordenamiento objetivo de la 
comunidad nacional, en cuanto ésta se configura como marco de 
una convivencia humana, justa y pacifica, plasmada histórica-
mente en el Estado de Derecho y, mas tarde, en el Estado social 
de Derecho o en el Estado social y democrático de Derecho, se-
gún la formula de nuestra Constitución"32. 
En su dimensión de valor jurídico supremo del ordenamiento 
constitucional, la dignidad humana también posee un significado 
normativo autónomo, que puede reconstruirse a partir de la con-
sideración de que la dignidad es un bien espiritual, inmaterial, 
que pertenece a toda persona: la dignidad está en la persona y no 
deriva de la posición social que la misma ocupa en la jerarquía 
social; por tanto, no puede, en ningún caso, excluirse del juicio 
social de las demás personas o de los comportamientos de los po-
deres públicos ni de las diversas decisiones operadas por el legis-
lador en materia de derechos fundamentales. 
A los principios que existen como base material para el orde-
namiento vigente, no puede negárseles una eficacia general que se 
extiende tanto a las relaciones publicísticas como a aquellas de 
naturaleza privatística: en caso contrario, se terminaría por ad-
mitir la existencia en el sistema de un área de relaciones jurídicas 
impermeables a los valores que caracterizan el ordenamiento 
consti tuci onal. 
Por otra parte, conducen a la misma conclusión las conside-
raciones, de orden general, que evidencian como en los modernos 
sistemas sociales, la esfera de libertad reconocida al individuo se 
debe defender no sólo de la acción arbitraria de los poderes pú-
31. Respecto a la doble naturaleza jurídica de los derechos reconocidos 
fundamentales en las cartas constitucionales vid. G. ROLLA, "Las perspectivas 
de los derechos de la persona a la luz de las recientes tendencias constitu-
cionales", en Revista española de derecho constitucional, 1998, pp. 39 ss. 
32. Cfr. STC n. 25 de 1981. 
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blicos, sino también de la posible e ilegítima incidencia de grupos 
sociales y económicos, de asociaciones, de individuos que se en-
cuentran en una relación de supremacía (de hecho o de dere-
cho )33. Y a la luz de tal consideración parecen deficitarios aque-
llos sistemas que en el ámbito de la disciplina jurídica del recurso 
de amparo no prevén la posibilidad de recurrir al juez constitu-
cional para tutelar derechos fundamentales lesionados por la 
acción de los particulares34. 
Esta importante característica de la tutela de los derechos 
fundamentales de la persona ha sido tomada -entre otras- por la 
Corte Suprema Argentina, que admitiendo la posibilidad de 
recursos de amparo contra actos de particulares que lesionan los 
derechos fundamentales tutelados por la Constitución, precisó 
que los ataques a los derechos humanos, no provienen sólo de los 
poderes públicos, ya que existen particulares con un enorme po-
der material o económico y que por tanto representan "una fuente 
de amenaza contra el individuo y sus derechos esenciales"35. 
3.3. Dignidad humana y valor universal de los derechos 
dirigidos a la personalidad 
Los derechos de la personalidad, íntimamente relacionados 
con el valor de la dignidad humana, pertenecen a la persona en 
cuanto tal, y en consecuencia su disfrute no puede estar condi-
cionado por la subsistencia de condiciones jurídicas particulares. 
33. Vid. G. LOMBARDI, Potere privato e diritti fondamentali, Torino, 
Giappichelli, 1970. 
34. Sobre el particular vid. GARCÍA BELAUNDE - F. FERNÁNDEZ SE-
ADO, La jurisdicción constitucional en Iberoamérica, Madrid, Dykinson, 
1997. 
35. La sentencia en S. V ARELA, "La idea de deber constitucional", Re-
vista española de Derecho Constitucional, 1982, p. 76. 
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Tal afinnación general tiene un doble sentido: por un lado ta-
les derechos, siendo inherentes a la persona, deben pennanecer 
inalterados cualquiera que sea la condición en que una persona se 
encuentre (arrestado, preso, interno en un hospital o encerrado en 
un manicomio, etc); por otro lado, estos derechos deben ser reco-
nocidos a todas las personas, independientemente de la posesión 
del status civitatis. 
Respecto al primer sentido, la dignidad humana, en cuanto 
valor espiritual y moral inherente a la persona, representa un nú-
cleo intangible, no comprimible por el legislador ni por los pode-
res públicos, independientemente de las acciones o las decisiones 
de vida de cada persona. En otras palabras, existe una prohibición 
absoluta de prever o poner en práctica comportamientos degra-
dantes para el ser humano. 
Como ha convincentemente afinnado el Tribunal Constitu-
cional Español, cualesquiera que sean las limitaciones que se im-
pongan al goce de los derechos individuales, no debe menoscabar 
"la estima que, en cuanto ser humano, merece la persona"36. De 
hecho, siempre según el Tribunal Constitucional Español, el valor 
de la dignidad proyecta sus efectos frente a los demás derechos, 
"en cualquier valor espiritual y moral inherente a la persona, la 
dignidad ha de pennanecer inalterada, cualquiera que sea la situa-
ción en que la persona se encuentre"37. 
Deben considerarse contrarios a la dignidad humana los tratos 
inhumanos y degradantes que provoquen en quien los padezca 
una situación de humillación. 
La prohibición absoluta de someter a la persona a condiciones 
degradantes de su dignidad, exige que las privaciones de la liber-
tad personal se realicen de tal modo que no generen una degra-
dación de la persona: que las pruebas utilizables en un proceso 
se adquieran con medios técnicos idóneos para salvaguardar el 
36. Cfr. STC n. 120 de 1990. 
37. Cfr. STC n. 53 de 1985. 
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pudor de la persona; que se castigue todo tipo de violencia fisica 
y moral en relación con las personas sometidas a la privación de 
libertad; a su vez, las penas no pueden consistir en tratamientos 
contrarios al sentido de humanidad y deben tender a la reeduca-
ción del sentenciado; igualmente, el ejercicio de las actividades 
económicas, debe encontrar un límite relativo a la dignidad de la 
persona. 
Al respecto, merece señalarse como ejemplo, el artículo 10 de 
la Constitución de El Salvador, que considera inconstitucional 
todo acto que comporte el sacrificio de la dignidad de la persona; 
mientras el sucesivo artículo 11 atribuye a toda persona el de-
recho al habeas corpus contra actos de autoridad que atenten 
contra la dignidad o la integridad fisica, psíquica o moral de las 
personas. 
El derecho a la dignidad humana exige, por tanto, que todas las 
personas reciban de los poderes públicos un trato conforme a la 
dignidad humana. Por lo que coherentemente, la Sala Consti-
tucional de Costa Rica ha considerado, con relación a las condi-
ciones humanas de los detenidos, que el "tener a seres humanos 
en total hacinamiento, sin las mínimas condiciones de higiene 
y en lugares sucios, húmedos, oscuros, con poca ventilación, no 
puede ser otra cosa que un castigo y un trato degradante y con-
trario a la dignidad humana"38; tal como se ha considerado com-
portamiento degradante para la dignidad de la persona, la practica 
de extraer el semen necesario para la realización de pericias orde-
nadas por el magistrado a través de practicas de masturbación39. 
Bajo otro perfil, el valor universal de los derechos íntimamente 
ligados a la dignidad humana postula, el superar la barrera según 
la cual la ciudadanía es un requisito necesario para la titularidad 
de los derechos fundamentales reconocidos por las diversas Cons-
tituciones. 
38. Cfr. Sala Constitucional de Costa Rica voto n. 1232 de 1998. 
39. Cfr. Sala Constitucional de Costa Rica voto n. 3442 de 1996. 
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La ciudadanía ha constituido y constituye la llave del sistema 
de garantías constitucionales, en el sentido de que los derechos de 
la persona, una vez positivizados, tienden a transformarse dentro 
de los ordenamientos en derechos de los ciudadanos, utilizables 
por quienes poseen el status civitatis. 
Para confirmar la estrecha conexión que el constitucionalismo 
ha introducido entre los derechos fundamentales y la ciudadanía, 
podemos notar -como razonamiento en contrario- que diversos 
ordenamientos vetan, precisamente para garantizar las libertades 
fundamentales, la perdida de la ciudadanía como sanción o pena. 
La atribución de la titularidad de los derechos fundamentales a 
los ciudadanos en particular, interpretada y codificada en forma 
rígida, parece encontrarse en crisis por los fenómenos sociales 
ahora generalizados por los cuales los confines Estatales no cons-
tituyen demarcaciones rígidas, la movilidad social es intensa, las 
sociedades tienden a caracterizarse como multiétnicas y el fenó-
meno de multiculturalismo está en continuo desarrollo: de esto 
deriva la particular relevancia de los derechos fundamentales que 
deben ser reconocidos también a los extranjeros, en cuanto son 
inherentes a la dignidad humana40. 
Para atribuir derechos constitucionales a quien no es ciuda-
dano, algunas Constituciones deciden -en modo tradicional- ex-
tender a los extranjeros (sea por directa previsión constitucional o 
por las convenciones internacionales basadas en el principio de 
reciprocidad) los mismos derechos conferidos a los ciudadanos. 
Se debe considerar que algunas disposiciones constitucionales en 
materia de derechos fundamentales, se refieren formalmente no 
a todos los individuos sino exclusivamente a los ciudadanos: en 
este caso, al menos por las situaciones subjetivas que son directa-
mente inherentes al valor universal de la dignidad humana, se 
vuelve necesaria la interpretación no literal sino evolutiva de las 
40. Una reconstrucción de orientaciones jurisprudenciales y doctrinales en 
M. C. VIDAL FUEYO, Constitución y extranjería, Madrid, Centro de estudios 
constitucionales, 2002. 
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disposiciones, en estrecha conexión con las Convenciones inter-
nacionales que consideran -a diferencia de las Constituciones 
nacionales- tales derechos como propios de la persona humana. 
Por otra parte, la apertura del ordenamiento nacional, a las de-
claraciones internacionales en materia de derechos fundamentales 
-presente en la Constitución española y en gran parte de los tex-
tos constitucionales iberoamericanos- volvería derogable una 
normativa que no reconociese a los extranjeros los derechos de la 
personalidad que son universalmente garantizados en el ámbito 
internaciona141 . 
3.4. La dignidad humana como límite absoluto de la disciplina 
de los derechos fundamentales 
La dimensión social de la persona -que es parte del contexto 
social en que se manifiesta su vida de relación- hace que la ga-
rantía de los derechos fundamentales vinculados al libre desa-
rrollo de la persona, no sea absoluta, sino que deba de encontrar 
un límite en la exigencia de asegurar los derechos fundamentales 
de las demás personas, de preservar los valores que se encuentran 
en la base del ordenamiento constitucional. 
El Tribunal Constitucional ha precisado en varias ocasiones 
que en un ordenamiento jurídico no se puede admitir la subsis-
tencia de derechos ilimitados, la noción de límite debe conside-
rarse íntimamente relacionada con la de derecho fundamental. El 
problema, una vez aceptada la existencia de límites constitu-
cionales al ejercicio de los derechos fundamentales, consiste en 
definir las características de tales límites y la ratio que los legi-
tima. 
41. Referencias a la incertidumbre y la evolución de la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional sobre el particular vid. M. C. VIDAL FUEYO, Cons-
titución y extranjería, cit., pp. 156 ss. 
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Respecto a este último aspecto, el Tribunal Constitucional ha 
sostenido, desde sus primeros pronunciamientos en la materia, 
algunas interesantes precisiones; por un lado, ha afirmado que los 
derechos constitucionales encuentran un límite en la exigencia de 
respetar los derechos de los demás42, por otro lado, ha eviden-
ciado como dichos límites pueden derivar de la necesidad de pro-
teger o de preservar otros bienes constitucionalmente protegidos 
cuya subsistencia debe considerarse -para retomar la expresión 
contenida en el artículo 10 constitucional- fundamento necesario 
del orden político y de la paz socia143 . 
A este propósito, podemos evidenciar como muchas Cartas 
Constitucionales han introducido vínculos explícitos de natura-
leza substancial: la tutela del orden y de la moral pública (art. 19 
de la Constitución Argentina), la salvaguarda del orden jurídico 
(art. 16 de la Constitución de Colombia), la moral y el orden pú-
blico (art. 28 de la Constitución de Costa Rica), los valores esen-
ciales de la tradición chilena (art. 22 de la Constitución de Chile), 
la seguridad jurídica y el bien común (art. 1 de la Constitución de 
El Salvador), las justas exigencias del bienestar general y del 
desenvolvimiento democrático (art. 62 de la Constitución de 
Honduras), el orden público (art. 33 de la Constitución de Para-
guay), el deber de honrar a Perú y de proteger los intereses nacio-
nales (art. 38 de la Constitución de Perú), el orden público y el 
bienestar general (artículo 8 de la Constitución de la República 
Dominicana), el interés general (artículo 7 de la Constitución de 
Uruguay), el orden público y social (artículo 20 de la Constitu-
ción de Venezuela)44. 
El mismo artículo 8 de la Convención Europea de Derechos, 
por otra parte, tutela el derecho a la intimidad, contra toda inge-
42. Cfr. STC n. 91 de 1983. 
43. Cfr. STC n. 2 de 1982. 
44. Vid. DE BARTOLOMÉ CENZANO, El orden público como límite al 
ejercicio de los derechos y libertades, Madrid, Centro de estudios políticos y 
constitucionales, 2002. 
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rencia que no este prevista por una ley y constituya un instru-
mento que, en una sociedad democrática, sea necesario para la 
seguridad nacional, la seguridad pública, el bienestar económico 
del país, la defensa del orden y la prevención del delito, la protec-
ción de la salud o de la moral, y la protección de los derechos y 
de las libertades de los demás. 
La exigencia de un equilibrio entre los diversos derechos, o 
bien entre derechos y valores se pone con frecuencia en los 
sistemas constitucionales modernos, desde el momento que para 
identificar la norma aplicable a los supuestos jurídicos específicos 
resulta necesario ponderar los diferentes principios en juego. 
Además el equilibrio se vuelve complejo por la pluralidad de las 
normas constitucionales en juego y por el hecho de que las Cartas 
Constitucionales no siempre introducen una jerarquía explícita de 
derechos. 
El valor de la dignidad humana influye sobre las técnicas de 
equilibrio, sea desde un punto de vista formal o desde un punto 
de vista substancial. Formalmente, el hecho de que los derechos 
fundamentales puedan estar limitados sólo con base en un proce-
dimiento que asegure las garantías propias de un "proceso justo" 
corresponde a la exigencia de que toda persona debe ser tratada 
fairly by the law precisamente por la dignidad que le es inherente. 
y por tal razón, las limitaciones al ejercicio de los derechos inhe-
rentes a la persona humana se deben atener a criterios de racio-
nalidad y proporcionalidad. Si la limitación incide en el ejercicio 
del derecho, comprimiéndolo en su contenido esencial, se pre-
senta la traducción en el plano procesal del valor de la dignidad 
humana. Bajo el perfil substancial, debe considerarse que la dig-
nidad humana no es en sí un derecho, sino que constituye la base 
de los derechos reconocidos como fundamentales en la Consti-
tución: ésto significa que dignidad y derechos fundamentales de 
la persona no se encuentran en el mismo plano, por consecuencia, 
la primera representa un valor absoluto que no puede ser tocado, 
mientras los segundos son limitables, regulables y en algunos 
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casos -constitucionalmente disciplinados- pueden ser suspen-
didos temporalmente45. 
El valor de la dignidad humana resulta entonces un mínimum 
invulnerable. Por ejemplo en el ordenamiento español, entre los 
límites explícitos consagrados en la Constitución, se pueden con-
siderar los contenidos en el artículo 10 constitucional: la tutela de 
los derechos de los demás, la dignidad de la persona y la salva-
guarda del orden político y de la paz social. Estos, a diferencia de 
los enunciados con anterioridad, no operan solamente respecto a 
derechos individuales, sino en general respecto a todos los dere-
chos previstos en la Constitución. Desde un punto de vista posi-
tivo, obligan a todos los sujetos del ordenamiento a perseguir y 
hacer efectivos tales principios. Desde un punto de vista negativo, 
funcionan como límite al ejercicio de otros derechos. Se ha afir-
mado que la dignidad de la persona y los otros valores consa-
grados en el artículo 10 constitucional constituyen una "barrera 
que en el ejercicio de cualquier derecho subjetivo no se podrá 
franquear"46. En consecuencia, el ejercicio de las libertades cons-
titucionalmente tuteladas, no puede manifestarse en forma tal de 
ejercitar "una violencia moral de alcance intimidatorio" suscep-
tible de incidir sobre la dignidad humana47. 
El Tribunal Constitucional reconoció la legitimidad de una 
interrupción del embarazo consecuencia de una violación, esta-
bleciendo que no debe considerarse penalmente perseguible en 
cuanto "la gestación ha tenido su origen en la comisión de un acto 
no sólo contrario a la voluntad de la mujer, sino realizado ven-
ciendo su resistencia por medio de la violencia, lesionando en 
45. Sobre las cláusulas suspensivas de derechos vid. E. CECCHERINI, La 
codificazione dei diritti nelle recenti costituzioni, cit., pp. 85 ss. En relación 
con la interpretación en particular, del arto 55 de la Constitución española vid. 
D. LOPEZ GARRIDO, Terrrorismo, política y derecho, Madrid, 1987 y 
P. CRUZ VILLALÓN, Estados excepcionables y suspensión de garantías, 
Madrid, Tecnos, 1984. 
46. Vid. J. GONZÁLEZ PÉREZ, La dignidad de la persona, cit pp. 91 ss. 
47. Cfr. STC n. 2 de 1982. 
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grado máximo su dignidad personal y el libre desarrollo de su 
personalidad"48. 
Podemos afirmar que, los derechos individuales en cuanto no 
absolutos, parecen disciplinables y pueden ser limitados en las 
formas previstas en la Constitución, por el contrario, su regla-
mentación encuentra un límite (un contralímite) en la absoluta 
necesidad de proteger el valor de la dignidad humana, en cuanto 
principio supremo, cualitativo en un orden constitucional demo-
crático. El Tribunal Constitucional ha reconocido la imposi-
bilidad de comprimir la dignidad humana, tratándola como un 
"núcleo irrenunciable" de facultades jurídicas que "son inherentes 
a la dignidad de la persona humana concebida como un sujeto de 
derecho, es decir, como miembro libre y responsable de una co-
munidad jurídica que merezca ese nombre y no como mero objeto 
del ejercicio de los poderes públicos"49. 
Consiguientemente, las cláusulas que derivan del valor de la 
dignidad, desarrollan una función coordinada con la de las dispo-
siciones constitucionales que -a la par del artículo 53 de la Cons-
titución española (el ejercicio de los derechos y de las libertades 
reconocidos en el capítulo segundo título primero pueden ser 
disciplinados por medio de una ley, que deberá respetar su con-
tenido esencial}- consideran intangible el contenido esencial de 
los derechos constitucionales: en ambos supuestos se entiende la 
introducción de frenos a la discrecionalidad legislativa, de tal 
forma que en el momento en el que se atribuye un poder a las 
Cámaras (sólo por ley podrá regularse el ejercicio de tales 
derechos y libertades) surge la preocupación de circunscribirlo 
(que en todo caso deberá respetar su contenido esencial)50. 
48. Cfr. STC n. 53 de 1985. 
49. Cfr. STC n. 91 de 2000. 
50. Sobre el artículo 53 de la Constitución española, vid 1. DE OITO, "La 
regulación del ejercicio de los derechos y libertades. La garantía de su con-
tenido esencial en el artículo 53 .1 de la Constitución", en L. MARTÍN RETOR-
TILLO - 1. DE OITO, Derechos fundamentales y Constitución, cit., pp. 103 ss; 
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La cláusula relativa a la dignidad humana, se coordina con la 
encaminada a salvaguardar el contenido esencial de los derechos 
fundamentales en el sentido que, mientras la primera pone un 
límite absoluto a la conformación legislativa de un derecho, la 
segunda identifica un límite relativo, estrechamente vinculado a 
la racionalidad de las limitaciones impuestas por el legislador (las 
cuales no pueden nunca traducirse en una vulneración de la dig-
nidad de la persona). Como ha precisado el Tribunal Constitu-
cional en una de sus primeras decisiones fundamentales cuyo 
parámetro fue el artículo 53 constitucional, el contenido esencial 
de un derecho fundamental se desconoce cuando resulta sometido 
a limitaciones cualitativas y de intensidad que lo vuelven imprac-
ticable "más allá de lo razonable o lo despojan de su necesaria 
protección"51. 
En tal contexto constitucional, no constituyen un límite legí-
timo al derecho de información y manifestación del pensamiento 
los comportamientos capaces de afectar el honor y la honorabi-
lidad de la persona, sino aquellos comportamientos que afectan el 
honor de una persona en modo que tal afectación vulnere su 
dignidad. Violan por ejemplo la buena reputación de una persona, 
las expresiones, mensajes y formas de manifestación del pensa-
miento que la desacreditan o se consideran ofensivas. Retomando 
las palabras del Tribunal Constitucional español, podemos afir-
L. PAREJO ALFONSO, "El contenido esencial de los derechos en la jurispru-
dencia constitucional", Revista española de Derecho Constitucional, 1981, pp. 
169 ss; L. PRIETO SANCHÍS, Estudios sobre derechos, cit., pp. 148 ss. 
51. Cfr. STC n. 11 de 1981. En relación con dicha sentencia vid. L. 
PAREJO ALFONSO, El contenido esencial de los derechos fUndamentales en la 
jurisprudencia, cit., pp. 169 ss. En favor de una concesión absoluta se encuen-
tran: G. PECES BARBA, Curso de derechos fUndamentales. Teoría general, 
Madrid, Univ. Carlos I1I, 1995, pp. 512 ss; L. AGUIAR DE LUQUE, "Los lí-
mites de los derechos fundamentales", en Revista del Centro de estudios cons-
titucionales, 1993, pp. 26 ss.; A. ALBA CATOIRA, La limitación de los dere-
chos en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional española, Valencia, 
Tirant lo Blanch, 1999, pp. 207 ss. 
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mar que el derecho al honor no resulta violado por la divulgación 
de información o la expresión de opiniones críticas acerca de una 
persona, sino por la intención ofensiva, injuriosa o denigrante de 
las mismas52. 
Bajo la misma perspectiva, la Corte constitucional italiana, al 
valorar si la prohibición penal de difundir fotos descriptivas de 
sucesos reales -impresiones particulares- lesionaba la libertad de 
manifestación del pensamiento, precisó que tal prohibición se 
fundamenta en la exigencia de asegurar la tutela de la dignidad 
humana; a tal fin, el Juez constitucional, señalo que "la dignidad 
humana es un valor constitucional que permea el derechoposi-
tivo"53. 
Aun el derecho fundamental a la vida puede encontrar un 
límite en el respeto a la dignidad de la persona, del que emana el 
derecho del individuo a una muerte digna: esto es, el derecho de 
morir sin dolor o de interrumpir la propia vida en caso de enfer-
medad dolorosa e incurable. Es de considerar que el derecho a la 
dignidad humana protege todo el trayecto vital de la persona, 
desde el momento en que esta adquiere personalidad jurídica 
hasta el momento en que se determina -legalmente- su muerte. 
Al respecto, la Sala Constitucional de Costa Rica desarrolló una 
jurisprudencia interesante, reconociendo que un enfermo terminal 
tiene el derecho de solicitar su muerte con el tratamiento medico 
que le permita llevarla a cabo sin dolor. Impedir u obstaculizar 
que un paciente "debidamente asesorado por un profesional de 
salud" pueda pasar sus últimos días de vida sin dolor, constituye 
para el juez constitucional costarricense, una lesión a la dignidad 
humana54. 
En consecuencia, la combinación entre el derecho a la vida y la 
dignidad de la persona puede inducir legítimamente al ordena-
miento, a considerar el derecho de toda persona a una vida digna: 
52. Cfr. STC n. 180 de 1999. 
53. Cfr. Corte constitucional, sentencia n. 293 de 2000. 
54. Cfr. Sala constitucional de Costa Rica, voto n. 1915 de 1992. 
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el cual, examinado en su proyección civil, abre la puerta al reco-
nocimiento de la no punibilidad del suicidio o de la eutanasia, en 
cuanto el principio de la indisponibilidad de un derecho funda-
mental, como el derecho a la vida, presupone una vida libremente 
deseada por la persona. 
Mientras, interpretado en su dimensión económica, induce a 
excluir que los poderes públicos puedan privar a la persona de su 
nivel mínimo de bienestar y de capacidad económica bajo el que 
se encontraría en la imposibilidad de poder satisfacer sus propias 
necesidades básicas, viendo en consecuencia comprometida su 
dignidad. Por consecuencia, el hecho de que en gran parte de los 
sistemas jurídicos esté prevista la "inembargabilidad de salarios y 
pensiones" se justifica con el valor de la dignidad humana, al que 
"repugna que la efectividad de los derechos patrimoniales se lleve 
al extremo de sacrificar el mínimo económico vital del deudor"55. 
La naturaleza de la dignidad humana como límite absoluto de 
la discrecionalidad del legislador en el disciplinar los derechos, 
reverbera efectos en el caso de suspensión temporal del goce de 
los derechos fundamentales de la persona para afrontar circuns-
tancias de necesidad. En algunos ordenamientos los límites al 
ejercicio de tal facultad están codificados expresamente en la 
Carta Constitucional, por ejemplo el artículo 212 de la Constitu-
ción de Colombia, el artículo 185 de la Constitución de Nica-
ragua, el artículo 137 de la Constitución de Perú y de los artículos 
337-339 de la Constitución de Venezuela; en los demás ordena-
mientos, los límites pueden extraerse recurriendo al principio de 
proporcionalidad que debe subsistir siempre en las situaciones 
que provocan la proclamación del estado de emergencia y los re-
medios ejercitados concretamente para atacarla. Parecería eviden-
temente contraria al principio de proporcionalidad (por tanto 
constitucionalmente ilegítima) una gestión de los estados de crisis 
que se desarrollara con modalidades y medidas tales que atenten 
contra la dignidad de las personas. 
55. Sobre el particular: STC n. 158 de 1993. 
